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Abstract: The article discusses the situation of the 
recognition of the right to make decisions in the subject 
of one's own health by the people directly affected.  It 
highlights the difficulties that exist in this recognition and 
the important role that Social Work has in allowing this 
right both for the people directly affected and for their 
families.  It also presents the complexities arising about 
this right, such as the obligation of informed consent, the 
document of Advanced decision-making and Euthanasia.

Keywords: Self-determination, decision-making, first 
person, health social work

Resumen: El artículo plantea cuál es la situación del 
reconocimiento del derecho a la toma de decisiones en 
materia de la propia salud por las personas directamente 
afectadas.  Pone en evidencia las dificultades que existen 
para su reconocimiento y el importante papel que tiene el 
Trabajo Social para que se reconozca este derecho tanto a 
las personas directamente afectadas como a sus familias.  
Asimismo presenta las complejidades sobrevenidas a 
este derecho como son la obligación del consentimiento 
informado, el documento de voluntades anticipadas y la 
eutanasia.
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social de respetar este derecho y limitaciones 
legales e institucionales que obligan al trabajador 
social y al usuario. Salcedo (1993) destaca tres ejes 
fundamentales de este concepto: autonomía como 
independencia, como derecho y como competencia. 
La autodeterminación es, para este autor, el 
ejercicio competente de la autonomía. También 
es importante no olvidar a Levinas (2000) que más 
allá del concepto moderno de derecho asume 
una perspectiva más postmoderna destacando la 
importancia de la afectividad humana y tratar a las 
personas en su concreta e irrepetible singularidad. 

Este derecho a la autonomía y a tomar las propias 
decisiones, se ha contrastado con la evidencia de si 
se trata de una utopía o es real. En este sentido vale 
la pena hacer un breve apunte de lo que se entiende 
por utopía.  El término utopía viene del griego 
y significa de manera literal “no-lugar”, lo que 
representa un lugar que no existe.   El concepto 
de utopía fue acuñado por Tomas Moro hace más 
de 500 años y la relacionó con un mundo paralelo 
donde todo es ideal y perfecto. En la práctica tiene 
una función orientadora como un objetivo hacia 
algo perfecto e ideal que sirve para mantener un 
progreso continuo y no quedarse atascado en la 
falsa ilusión de que se está viviendo en el mejor 
sistema posible. Existe un cierto escepticismo 
sobre la capacidad de las personas a tomar sus 
propias decisiones y es en este sentido que 
frecuentemente puede considerarse una utopía 
que puedan hacerlo. La utopía nos ofrece este 
camino hacia la búsqueda de acontecimientos 
y sistemas que no son como consideramos que 
deberían ser pero que nos da precisamente este 
impulso para ir hacia este “mundo mejor”. 

La toma de decisiones en el marco del sistema de 
salud.

La ley marco de Sanidad de 1986 en su artículo 
nueve ya determinaba la obligación que los poderes 
públicos deberán informar a los usuarios de los 
servicios del sistema sanitario público, o vinculados 
a él, de sus derechos y deberes. Estos derechos y 
deberes que ya se detallaban en la misma ley en 
su artículo 10 han sido desarrollados por la Ley 
41/2002 de 14 de noviembre, de la autonomía del 
paciente y de derechos y obligaciones en materia 
de información y documentación clínica de 2002, 
que regula el derecho a la información sanitaria y 

El derecho a la toma de 
decisiones en primera persona
Se parte del convencimiento que tomar las 
decisiones por uno mismo es un derecho. Se 
considera un derecho porque el mero hecho de ser 
persona implica la capacidad de tomar decisiones 
que jurídicamente se otorga a partir de considerar 
que la persona mayor de edad tiene capacidad de 
obrar.  Si la persona tiene capacidad de obrar, quiere 
decir que tiene capacidad (y su correspondiente 
derecho) a la toma de decisiones. El término “en 
primera persona” se ha ido acuñando en los últimos 
años para definir el papel y también el derecho que 
tienen las personas que viven una situación por 
ellas mismas generalmente ligado a un problema 
de salud. Relacionado con este tema y basándonos 
en Escribano (2015:72) se relaciona el concepto 
sobre el cuerpo vivido versus el cuerpo objetivo. Es 
preciso establecer con claridad la diferencia entre 
ambas perspectivas: a) el cuerpo objetivo significa 
el cuerpo considerado como una realidad material, 
dotado de propiedades físicas (color, textura, forma) 
semejantes a otros objetos. Este cuerpo objetivo 
puede ser estudiado y analizado desde el exterior, 
en tercera persona, desde la perspectiva neutral y 
desinteresada del conocimiento científico, como en 
el caso, por ejemplo, de las investigaciones llevadas 
a cabo por la anatomía, la fisiología o la neurología; 
b) a diferencia del anterior, el cuerpo vivido se refiere 
al cuerpo tal como éste es experimentado por el 
propio sujeto, como centro de orientación alrededor 
del cual se organizan las dimensiones espaciales 
del mundo circundante; como la capacidad de 
movimiento, acción y relación con otros seres; como 
el órgano mediador o instrumento del conocimiento 
sensitivo y como campo de localización de las 
sensaciones. Es interesante relacionar este concepto 
de cuerpo vivido que procede de la fenomenología 
para relacionarlo con esta consideración de lo vivido 
en primera persona y la capacidad de decidir por 
uno mismo. 

Esta capacidad de decidir vista como derecho está 
también directamente relacionada con el concepto 
de autodeterminación que para el trabajo social 
significa uno de sus pilares básicos. Biestek (1966) 
define la autodeterminación en tres proposiciones: 
derecho a la toma de decisiones y libertad de elegir 
de la persona (usuario), obligación del trabajador 
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sabemos que las leyes no siempre se cumplen y que 
precisamente, en base a lo expuesto anteriormen-
te, somos conscientes que hay grandes reticencias 
en aceptar la capacidad de las personas a decidir 
por ellas mismas sin soslayar la evidencia que en 
muchas ocasiones las personas son las que prefie-
ren dejar la responsabilidad de la decisión en una 
tercera persona para no tener que enfrentarse a la 
dificultad de la toma de decisiones: “l’embarras du 
choix” que según los franceses significa tener aver-
sión al hecho de escoger entre diversas alternativas. 
Cuando se trata de problemas de salud que generan 
mucha preocupación, especialmente cuando no se 
conoce el diagnóstico y no se sabe qué puede pasar, 
las personas en muchas ocasiones tienden a doble-
garse y ponerse totalmente en manos del “experto” 
para decidir qué tratamiento o actuación diagnós-
tica debe realizarse. Ponernos a nosotros mismos a 
escoger nos coloca en una situación preponderante 
a la que no se está habituado. Haciendo un paralelis-
mo con la mediación, se ha demostrado por ejemplo 
que la mediación es la mejor forma de gestionar los 
conflictos puesto que da el protagonismo a aquellos 
que son los actores principales del conflicto o sus re-
ceptores. Cuando los conflictos se relegan a la jus-
ticia, las personas ponen en manos del juez temas 
que asumirían mucho mejor si en lugar de ser el juez 
el que imponga su sentencia o resolución, son ellos 
mismos quienes a través del diálogo y la negociación 
han llegado a un acuerdo que ambos consideran 
justo y adecuado. 

Debe tenerse en cuenta que, para que el 
consentimiento sea válido debe contar con tres 
elementos: información, comprensión y voluntad. 
La información ha de ser suficientemente amplia 
para dar todos los elementos que permitan decidir, 
también deben conocerse las ventajas de la 
intervención, las consecuencias seguras y las que 
son sólo posibles o probables, los riesgos inherentes 
y los que pueden ser personales. No es suficiente 
dar la información, sino que debe asegurarse que 
la persona la ha comprendido. Se debe favorecer 
siempre que la persona pueda expresar sus dudas 
y hacer preguntas, lo que requiere que se le 
permita el tiempo necesario para hacerlo y pueda 
decidir libremente sin coerciones ni influencias 
manipuladoras o paternalistas. 

Es importante hacer una referencia a las diferencias 

epidemiológica, a la intimidad y a la confidencialidad 
y el consentimiento informado, así como también 
la historia clínica. El artículo 2 de esta ley que 
establece sus principios básicos establece de forma 
contundente que la persona atendida (paciente) 
tiene el derecho a decidir libremente, después de 
recibir la información adecuada, entre las diversas 
opciones clínicas disponibles (no posibles). 

Para asegurarse que se ha tenido en cuenta este 
derecho de la persona se regula el necesario consen-
timiento (llamado consentimiento informado). 
Este consentimiento puede ser verbal, pero debe 
ser por escrito cuando se plantean procedimientos 
que suponen riesgos o inconvenientes de notoria y 
previsible repercusión negativa sobre el paciente: 
intervenciones quirúrgicas y procedimientos diag-
nósticos invasores. La ley también establece que 
los profesionales deben respetar las decisiones 
adoptadas libre y voluntariamente por el paciente 
debidamente informado. También cabe destacar 
el derecho a rechazar el tratamiento o cualquier 
intervención planteada no exenta de controversias 
y diversos puntos de vista. En este sentido Arruego 
(2011) realiza una erudita confrontación sobre este 
derecho que considera afectado cuando se imponga 
a una persona asistencia médica en contra de su 
voluntad, que puede venir determinada por los más 
variados móviles y, por consiguiente, esa asistencia 
médica coactiva constituirá limitación vulneradora 
del derecho fundamental, a no ser que tenga justi-
ficación constitucional. Este derecho fundamental 
conlleva una facultad negativa, que implica la impo-
sición de un deber de abstención de actuaciones 
médicas salvo que se encuentren constitucional-
mente justificadas, y, asimismo, una facultad de 
oposición a la asistencia médica, en ejercicio de 
un derecho de autodeterminación que tiene por 
objeto el propio sustrato corporal, como distinto del 
derecho a la salud o a la vida el consentimiento del 
paciente a cualquier intervención sobre su persona 
es algo inherente, entre otros, a su derecho funda-
mental a la integridad física, a la facultad que éste 
supone de impedir toda intervención no consentida 
sobre el propio cuerpo, que no puede verse limitada 
de manera injustificada como consecuencia de una 
situación de enfermedad.  

Es importante destacar estos derechos fundamen-
tales establecidos por ley. No obstante,  también 
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también de los aspectos personales como pueden 
ser los relativos a decisiones sobre las vicisitudes 
de la vida ordinaria como son el domicilio, salud y 
comunicaciones. 

Respecto a los menores de edad, la declaración de 
Mónaco sobre los derechos del niño en materia de 
bioética del año 2001 ya establecía que “en lo refe-
rente a los cuidados que requiere la salud del niño, 
éstos implican que la información, su consentimien-
to y, en su caso, la negativa a dar dicho consenti-
miento sean considerados en función de su grado 
de autonomía”. En el caso de las personas mayores a 
nivel legal se considera que tienen plena capacidad 
de obrar y que la edad no implica que no puedan 
decidir por ellas mismas a no ser que sufran de al-
gún tipo de minusvalía que requiriera la valoración 
de un grado de discapacidad. No obstante, a pesar 
de tener sus plenas capacidades, frecuentemente se 
da una tendencia al edadismo, prejuicio que implica 
considerar a las personas mayores como incapaces 
de tomar decisiones por ellas mismas.

Otro elemento importante a tener en cuenta 
respecto a la toma de decisiones en primera 
persona es que éstas en base al artículo 11 de la Ley 
41/2002 pueden establecer instrucciones previas a 
decisiones sobre tratamientos y demás temas vin-
culados a la atención sanitaria que son de obligado 
cumplimiento y para los cuales se puede designar 
un representante. Esta figura se ha ido regulando 
bajo el concepto de voluntades anticipadas en 
las diversas comunidades autónomas siendo la 
Ley 21/2000 de Catalunya la que se anticipó nom-
brándolas voluntades anticipadas. La posibilidad de 
anticiparse a las propias decisiones para cuando la 
persona no está en posición de poder hacerlo por 
ella misma, es también una oportunidad de dar más 
relieve a las voluntades en primera persona. A estas 
decisiones se ha tendido a llamarlas erróneamente 
“testamento vital” cuando van más allá porque da la 
posibilidad de anticiparse a la decisión sobre trata-
mientos que no son de vida o muerte, pero sobre los 
cuales la persona desea manifestarse.

Las bases identitarias del trabajo social: creer 
en la capacidad de las personas, luchar contra 
cualquier forma de opresión. El enfoque de las 
fortalezas en trabajo social: más allá del concepto 
de empoderamiento.

que pueden darse en la consideración de la 
capacidad de las personas a tomar sus propias 
decisiones y prestar su consentimiento. En el estudio 
realizado por GRITS (Grup de Recerca i Innovació 
en Treball Social) sobre autodeterminación en las 
personas más vulnerables (Fernández, et al, 2010) se 
tuvieron en cuenta las dificultades que podían darse 
respecto a la autodeterminación de los menores de 
edad y las personas mayores y cómo podía trabajarse 
con las familias en estos casos ya que en ocasiones 
pueden tener puntos de vista distintos. Otro de los 
colectivos a tener en cuenta que comúnmente se 
han infravalorado como seres capaces de decidir por 
si mismos han sido las personas con discapacidad.  

Respecto a las personas con discapacidad se ha 
producido un vuelco considerable para mejorar 
su consideración como personas con plenos 
derechos o por lo menos aproximarse al máximo 
hacia esta plenitud de disfrute de sus derechos. 
Internacionalmente ha sido la Convención 
Internacional sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad, de diciembre de 2006, tratado 
internacional que en su artículo 12 proclama que 
las personas con discapacidad tienen capacidad 
jurídica en igualdad de condiciones con las demás 
en todos los aspectos de la vida, y obliga a los 
Estados Partes a adoptar las medidas pertinentes 
para proporcionar a las personas con discapacidad 
acceso al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio 
de su capacidad jurídica. Para desarrollar esta 
Convención se han desarrollado diversas normas, 
aunque su punto culminante se ha dado más 
recientemente, con la Ley 8/2021, de 2 de junio, por 
la que se reforma la legislación civil y procesal para 
el apoyo a las personas con discapacidad en el 
ejercicio de su capacidad jurídica. A partir de esta 
Ley ha desaparecido la tutela de las personas con 
discapacidad quedando esta institución única y 
exclusivamente para los menores de edad. Supone 
un cambio importante que substituye un sistema 
que se basaba en que las personas con discapacitad 
no podían tomar sus propias decisiones, por otro 
sistema basado en el respeto a la voluntad y las 
preferencias de la persona quien, como regla general, 
es la encargada de tomar sus propias decisiones. 
En caso necesario se establecen medidas de apoyo 
basadas en el principio de mínima intervención. La 
norma va más allá de la protección habitual que se 
hacía de los aspectos patrimoniales, preocupándose 
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que considerar uno de los principios internacionales 
que se aprobaron por la IASSW el año 2008 según 
el cual “Al tiempo que reconocemos las fortalezas 
y dignidad inherente que poseen todos los seres 
humanos, los trabajadores sociales reconocen 
su propia vulnerabilidad y la de las personas con 
quienes se trabaja. Comprender, reconocer y lidiar 
con las vulnerabilidades, fortalece y es fuente 
de crecimiento, desarrollo y progreso humano” 
(Principio 1.4).

Importancia del papel del Trabajo Social en salud 
para favorecer y promover el protagonismo de las 
personas y sus familias.

Tomando como punto de partida el enfoque de las 
fortalezas en trabajo social y los propios orígenes de 
la disciplina, es evidente que el Trabajo Social tiene 
un papel imprescindible y central para favorecer, 
promover y apoyar que se tomen las decisiones en 
primera persona y que ésta sea tenida en cuenta 
siempre. Desde el trabajo social también debe 
asegurarse que, cuando se solicita el consentimiento 
para las diversas actuaciones sanitarias, la 
información sea comprendida por la persona. 
El TS debe defender los derechos de todas las 
personas a tomar sus propias decisiones y no actuar 
con paternalismo como sucede con demasiada 
frecuencia. Los principios éticos internacionales 
también destacan que “los TS brindan información 
a las personas sobre sus derechos y apoyan sus 
esfuerzos para acceder a los mismos” (Principio 2.5).  
También tienen un papel importante para ayudar 
y favorecer que las personas redacten y entreguen 
sus Voluntades Anticipadas. El trabajador social es 
una figura de acompañamiento (Casas-Martí, 2023) 
que en el ámbito hospitalario realiza una función 
de enlace con la comunidad y con los recursos de 
atención a las personas en situación de dependencia 
(Colom, 2000). 

¿El trabajo social favorece la autodeterminación de 
las personas atendidas en los servicios sanitarios?

El protagonismo de las personas tal y como ya 
se ha venido diciendo se favorece a través de la 
autodeterminación, que en trabajo social ha sido y 
debe seguir siendo un pilar básico.  En el estudio ya 
citado sobre cómo se trabaja la autodeterminación 
con los colectivos más vulnerables (Fernández et al., 
2010)  el resultado fue que las trabajadoras sociales 

A partir de este análisis de cuál es la situación 
respecto a la posibilidad que se tenga en cuenta a 
las personas directamente implicadas en la toma de 
decisiones en materia de salud y la trascendencia 
de la autodeterminación, es necesario trasladarnos 
a los orígenes del trabajo social que nunca deberían 
de  de olvidarse. En las bases del trabajo social está el 
convencimiento que las personas tienen sus propias 
capacidades para decidir por sí mismas, aunque 
en ocasiones las circunstancias de vulnerabilidad 
o contratiempos puntuales se lo pongan difícil. No 
obstante, lo que bombardea directamente esta 
consideración, es que desde los propios trabajadores 
sociales en ocasiones se olviden o no se tenga en 
cuenta estas bases y se ningunee a las personas con 
las que se está trabajando. En los últimos tiempos 
debido a que ha podido perderse esta perspectiva, 
se ha visto necesario partir de un nuevo enfoque 
teórico que es el enfoque de las fortalezas en 
trabajo social (Saleebey, 2000; Guo & Tsui, 2010; Tew, 
2006). El enfoque de fortalezas se dirige a entender 
y a estar convencido de que todas las personas, 
sin excepciones, tienen activos, competencias y 
recursos externos e internos. Este enfoque nos lleva 
a ser capaces de visualizar el poder de las personas 
más vulnerables  su capacidad de resistir el poder de 
la opresión. El modelo asume que las trabajadoras 
sociales pueden identificar espacios resilientes y 
hacerlos salir a la superficie venciendo las dificultades. 
Aunque conceptualmente se ha podido relacionar el 
enfoque de las fortalezas con el de empoderamiento 
debe considerarse que el primer enfoque se basa 
de forma más auténtica en el convencimiento 
que las personas son fuertes y pueden superar sus 
dificultades. Con demasiada frecuencia se dice que 
los trabajadores sociales “empoderan” a las personas.  
¿Qué quiere decir que las empoderen?  Como 
pone en evidencia Jerry Tew (2006) en su artículo 
sobre el poder, hacer “empoderamiento” para las 
personas puede implicar discursos y prácticas que 
se enmarcan de manera que sugiera a las personas 
cuáles son sus necesidades y a qué deberían aspirar 
(Tew, 2006: 34). Este profesor de la Universidad 
de Birmingham destaca que hay versiones de 
empoderamiento que no están al servicio de los 
usuarios para que establezcan su propia hoja de ruta 
y ejerzan directamente el poder. 

Una vez considerado el principio básico de las 
fortalezas en los seres humanos, también tenemos 
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hace que perjudicar su autodeterminación. (Casas, 
2015:74). 

Complejidades sobrevenidas al derecho de 
autodeterminación y toma de decisiones: la 
correcta aplicación del consentimiento informado, 
las voluntades anticipadas, el derecho a la 
eutanasia…

Se han destacado anteriormente las dificultades e 
irregularidades que se dan con el consentimiento 
informado que a veces acaba siendo un puro 
trámite. También cabe destacar la importancia 
de las voluntades anticipadas como forma de 
dar el consentimiento y tomar decisiones de 
forma anticipada en primera persona, voluntades 
que además liberan a la familia de decisiones 
muy complejas en ocasiones si la persona no ha 
manifestado su voluntad y en aquel momento 
no está en disposición de hacerlo. Es importante 
específicamente tener en cuenta la posibilidad de 
voluntades anticipadas en psiquiatría para casos que 
no son precisamente por enfermedades terminales 
sino para situaciones que se dan en el momento 
que la persona no está en condiciones de expresar 
su voluntad, aunque esté relativamente consciente.  
En este caso pueden darse no sólo para rechazar 
tratamientos como por ejemplo el electroshock sino 
para proponer los que si que se está dispuesto a 
recibir (Ramos & Román, 2014).  

La recientemente aprobada ley orgánica 3/2021 
de regulación de la eutanasia sitúa también a los 
profesionales del trabajo social en la necesidad 
de acompañar a las personas en una decisión 
especialmente compleja como es el deseo de 
morir para dejar de sufrir. Existían ya antes de la 
aprobación de la ley, importantes debates y trabajos 
defendiendo la eutanasia como derecho unipersonal 
a decidir sobre la propia muerte (Busquets y Arnau, 
2017; Ruiz, 2010). A partir de la aprobación de la 
ley, las trabajadoras sociales también han de estar 
especialmente receptivas a esta decisión (y también 
antes, aunque carecían de la cobertura legal para dar 
apoyo a la persona). El artículo 4.3 de la ley establece 
que siempre deben garantizarse los medios y 
recursos de apoyo, materiales y humanos, incluidas 
las medidas de accesibilidad y diseño universales y 
los ajustes razonables que resulten precisos para que 
las personas solicitantes de la prestación de ayuda 

consideraban que la persona prioritaria para tener 
en cuenta en sus decisiones era el paciente principal, 
es decir, la primera persona, aunque en este caso 
el punto de partida era el trabajo con personas 
que podrían haber sido más susceptibles de ser 
infravaloradas y especialmente en el caso de los 
niños y niñas contar sólo con la opinión de los padres.  
Una de las trabajadoras sociales hospitalarias que 
participaron en el estudio manifestaba: La persona 
de alguna manera es partícipe de su situación. En 
nuestro trabajo la ayudamos a que ella misma 
pueda plantearse tomar decisiones, pueda plantear 
cuestiones relacionadas con su situación, pueda 
tomar decisiones de acuerdo con una situación 
concreta.  Respecto a la autodeterminación otra TS 
manifestaba: Es el respeto por las decisiones que 
toma la persona sobre los aspectos que afectan 
de manera directa a su vida, y en el tema de la 
salud respecto a los tratamientos, a las decisiones 
relacionadas con el ámbito de la familia en el 
hecho de si quiere informar o no quiere informar 
(Fernandez et al. 2010:35) 

El derecho a la autodeterminación al abordarlo 
desde el trabajo social debe tener siempre 
en cuenta el contexto y las circunstancias. Es 
importante resaltar el trabajo de final de grado de 
una trabajadora social que estudiando si se tenía 
en cuenta la autodeterminación de las personas 
mayores o se tendía al paternalismo, esta autora 
resaltaba que todavía se tiende a sobreprotegerlas 
y actuar de manera que se tomen las decisiones 
por ellas, sin embargo hace una interesante 
contribución cuando destaca lo siguiente: La 
autonomía moral o autodeterminación no se 
puede entender sin relacionarla con terceras 
personas, ya que continuamente cuando uno 
ejerce la autodeterminación, queriendo o no, lo 
hace condicionado por los estímulos de alrededor. 
Se debería poder determinar pensando en la 
relación existente con los demás, intentando que 
estos intereses y decisiones no lesionen los de las 
personas de alrededor. Es una tarea difícil, de ahí 
el importante trabajo que se debe realizar a nivel 
personal y cuando haga falta desde el trabajo 
social para poder acompañar a las personas 
a llegar a acuerdos que no afecten a la propia 
autodeterminación. Se debe garantizar la plena 
información hacia la persona, ya que tomar 
decisiones sin todo el conocimiento necesario sólo 
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Declaración de Mónaco, sobre Bioética y derechos del niño, 2001. 
[En línea]: http://www.sld.cu/galerias/pdf/sitios/prevemi/
declaracion_monaco.pdf
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(2010), El treball social amb famílies: La responsabilitat 
dels treballadors socials en l’autodeterminació dels 
col·lectius més vulnerables; Fundación Victor Grifols, 
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josefa_fernandez.pdf/d837a71f-b6eb-4448-8e17-
aae9b31efad9?t=1420548752000

Guo, W. & Tsui, M. (2010), From resilience to resistance: A 
resconstruction of the strenght perspective in Social Work 
practice, International Social Work, SAGE, (pp. 233-245)  
consultable en: http://isw.sagepub.com/content/53/2/233

Levinas, E (2000), Ética e infinito, Ed. A. Machado Libros, Madrid. 

Ley 21/2000, de 29 de diciembre sobre los derechos de información 
concernientes a la salud y atonomia del paciente y la 
documentación clínica. “BOE” núm. 29 de 2 de febrero de 2001.

Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía 
del paciente yi de derechos y obligaciones en materia de 
información y documentación clínica. «BOE»  núm.  274, 
de 15/11/2002.

Ley Orgánica 3/2021, de 24 de marzo, de regulación de la eutanasia. 
«BOE» núm. 72, de 25 de marzo de 2021.

Ley 8/2021, de 2 de junio, por la que se reforma la legislación civil y 
procesal para el apoyo a las personas con discapacidad en 
el ejercicio de su capacidad jurídica. B.O.E. núm. 132, de 3 
de junio de 2021. 

More, Thomas, Sant- 1478-1535 (2006), utopía, 4rta ed. Madrid, Tecnos.

Ramos, S. y Román B. (2014), Las voluntades anticipadas en pacientes 
con esquizofrenia: un instrumento para potenciar 
la autonomía, Revista de la Asociación Española de 
Neuropsiquiatría, n.34 (121), (pp. 21-35)

Ruiz, A. (2010), Autonomía individual y derecho a la propia muerte, 
Revista Española de Derecho Constitucional, n. 89, (pp. 
11-43)

Saleebey, D. (2000), Power in The People, Strengths and Hope, 
Advances in Social Work, vol. 1 n.2. Indiana University 
School of Social Work (pp.127-136)

Salcedo, D. (1993). El papel de la autonomía personal en el trabajo 
social, Revista de Treball Social, 130, p. 31-48. 

Tew, J, (2006); Understanding Power and Powerlessness.  Towards 
and Emancipatory Practice in Social Work, Journal of 
Social Work, 6 (1) Sage Publications, London, (pp. 33-51).

para morir reciban la información, formen y expresen 
su voluntad, otorguen su consentimiento y se 
comuniquen e interactúen con el entorno, de modo 
libre, a fin de que su decisión sea individual, madura 
y genuina, sin intromisiones, injerencias o influencias 
indebidas. También asegurarse que no se toman por 
carencia de medios de subsistencia o incluso de 
vivienda. Se establece también que se adoptarán 
las medidas pertinentes para proporcionar acceso a 
las personas con discapacidad al apoyo que pueden 
necesitar en el ejercicio de los derechos que tienen 
reconocidos en el ordenamiento jurídico.

En estas situaciones también se están dando 
algunas dificultades debido a que alguna persona le 
ha manifestado a la TS que inicia el trámite pero que 
no quiere decir nada a la familia. La ley contempla 
que es una decisión autónoma y que siempre debe 
preservarse la confidencialidad de la decisión si así 
lo requiere la persona solicitante. Debe destacarse 
que el Tribunal Constitucional que la aprobó 
definitivamente en marzo del 2023, determinó 
que no es anticonstitucional y a su vez catalogó la 
eutanasia como derecho de autodeterminación. 

Como conclusión, se puede considerar que está 
suficientemente definido y claro que en trabajo 
social se tiene un importante papel para garantizar 
que se respete el derecho de las personas a tomar 
sus propias decisiones y es más, que desde el trabajo 
social se debe favorecer que se sientan seguras y 
capacitadas para tomarlas.
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